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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD: PROMOVIDA
POR MONICA MERCEDES MORAN TORALES C/ ART.
4lo DE LA LEY 2856/06. AÑO: 20t8 - N." 2023.-----------------

de Asunción, lal de la República del Paragua). a

Doctores A
RAMÍREZ
ACCIÓN

^\-, dias del mes de A del año dos mil veinte. estando en la Sala
rdos de la Suprema de Justicia, los Excmos. Señores Ministros de la Sala Constitucional.

O FRETES, GLADYS BAREIRO DE MÓDICA Y MANUEL DEJESÚS
CANDIA, Ante mí, el Secreta¡io autorizante, se trajo al acuerdo el expediente caratulado:
DE INCONSTITUCIONALTDAD PROMOVIDA POR MONICA MERCEDES

MORAN TORALES C/ ART,4lo Df, LA LEY 2856/06, a fin de resolve¡ la Acción de
inconstitucionalidad promovida por la señora Mónica Mercedes Mo¡an Torales, por sus propios
derechos y bajo patrocinio de Abogado

Previo estudio de los antecedentes del caso, la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional.
rcsolvió plantear y votar la siguiente: ---

CUESTION:

l,Es procedente la acción de inconstituc¡onalidad deducida?
A la cuestión planteada el Docto¡ RAMÍREZ CANDTA dijo: Se presenla la señora Mónica

Mercedes Monil Torales, por derecho propio y bajo patrocinio de abogado, a promover la presente acción
de inconstitucio¡alidad contra el AIt. 4l de la Ley N'2856/2006 "Que sustituye las Leyes N" 73/91 y
1802/01 " De la Cdjd de Jubilacíokes y Pensíones de Empleados Bancaríos del Paraguaf,

La accionante sostiene que Ia disposición normativa impugnada conhaviene principios y derechos
constitucionales li¡ndamentales previstos en los arts. 20, 46, 47, 86, 88, 102, 109 y 137 de Ia Constitución
Nacional (en adelante CN). Manifiesta que, en su calidad de ex funcionaria de la entidad tnterfisa Banco,
ha solicitado a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Bancarios la devolución de los aportes
que realizó durante el tiempo que prestó servicios en el citado banco, solicitud que fue rechazada según
Nota N' 042712018 de fbcha 18 de junio de 2018, obrante a f 4 de auros, por el hecho de no haber
acumulado la antigüedad exigida por la norma hoy impugnada como requisito ineludible para la
procedencia de la devolución de los apones. Sostiene que la nsgativa a devolverle sus aportes atenta contra
la igualdad enlre los fmcionarios bancarios, las garantías de la igualdad ante la ley y contra Ia propiedad

Clorrida vista al Ministerio Público, conforme lo esfablece al A¡t. 554 del C.p.C, el Fiscal Adjunto.
Marco Antonio Alcaraz, recomendó hacer lugar a Ia presente acción de inconstitucionalidad. según
Dictamen N' 563 de fecha 13 de marzo de 2019, obrante a fs. l2l13 de autos.-.-----

La disposición legal impugnada detemina que "Corresporulerá la devolucíón de sut er¡nrres u kts
.f ruionafios que cuenlen con ufia anligüedad superk,r a los diez años y que no leng. t derecho a lu
jubilaciót¡. que fitesen despedidos, dejados cesantes o que se retiren roluntaríamente de las entidade¡-
&nde pre,rtan servicio. La Cdja podró optar pol la aplicacíón del c¡tt o monto a la amortizdción o
cuncelació de su obligación. No serón susceptibles de devoluc¡o los aportes patronales_ El ¡lerecho u
solici¡ar la devolució de oportes prcscribirá después de tres años del rctirc del aJiliudo de sü trdbaio.
sdlNo que el mismo tefiga deuda con la Cajd, en cuyo caso los aportes serán aplic.t.los a la amofl¡zación o
«ntel.,rit)n lt * obl igtt iin .----------

Desde esta disposición se desprende que la noma establece dos requisitos a los efectos de conceder
el derecho a la Iución de los aportes realizados por pa¡te de los trabajadores apotantes a la Caja.
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El agravio principal de la accionante se cenha en el p¡imero de los requisitos que impone la nomu
cuya constitucioúalidad se analiza, es decir, la antigüedad minima de diez años de la funcionaria que
prete¡de retirar sus aportes. una vez desvinculada de la entidad en la cual prestaba servicios. rcquisito que
no cumple. según sus propias manil¡staciones.-------------------------

Del análisis de la norma atacada se colige una evidente vulneración del p¡incipio de igualdad
establecido en los Arts. 46 y 47 de la Constitución Nacional- pues implica un trato discriminatorio hacia los
asociados que hayan sido desvinculados de la actividad bancaria por alguna de las razones mencionadas en

la Ley impugnada y que no cuenten con los años requeridos pam acceder a la devolución de sus aportes. Por
oho lado. el trato discriminatorio también opera en relación al criterio que adopta la ley pa¡a el retiro de los
aportes en el caso de funcionarios públicos, conforme lo establece el Art. 9 de la l,ey N' 2345/03 De
re/orma y «»stenibilidad de la Caja Fiscctl. Sislemas de ,Jubilaciones y Pensiones del Seck)t Público.'lal
situación vulnera la garantia de la igualdad ante la ley, prevista en e¡ art. 47, inc. 2 de la Carta Magna.
Reco¡demos que nuestro ordenamiento juridico no prohíbe toda desigualdad, sino solo aquella que carezca
de una.'ustilicación objetiva y razonable. En tal sentido. no resulta razonable el trato diferente dispensado
por Ia ley entre los funcionarios bancarios con distintos años de antigüedad y entre el füncionario bancario y
el lhncionario público eo general ftente al mismo hecho, es decir. frente al retiro de los aportesjubilalorios.-

Asimismo, se evidencia una conculcación del derecho de propiedad consagrado en el An. 109 de la
Cafa Magna, pues por el simple iücumplimiento de requisitos establecidos de forma arbitraria por la Caja.
ésta pretende apropiarse de la totalidad de los apofies jubilatorios del accionante. en abiefia contradicción
con su proplo marco nofnatlvo

En este sentido. la prcpia Ley impugnada eslablece en su Art. I I la exclusiva propiedad sobre los
tbndos y rent¿s a fávor del beneficiario. esto es, del aportante. En consecuencia. resulta contradictorio que a
5u vez la Ley contradiga sus propias directivas al deteminar de forma encubiefia, bajo ciertos requisitos. la
imposibilidad de ejercer este derecho de propiedad. Asi tenemos que Ia norma impugnada, por un lado
protege al aponante a lin de que el mismo goce de un ahorro obligatorio a los ef'ectos de sujubilación pero.
por otro lado, lo despoja arbitrariamente de dichos haberes, por no alcanzar las injustas condiciones
impuestas. A este respecto. resulta importante el aporte de la Doctrina de la Añitrariedad desarrollada por
Olscn A. Ghirardi que establece que la violación de los principios lógicos -.€n este caso el principio de no
co¡[adicción es una de ]as causas de la arbitÉriedad. Por otlo lado. debe recordarse que los principios
lógicos estan por encima de la ley y la doctrina pues se fundan en la racionalidad de la naturaleza human4
por lo que no puede admitirse una norma arbitra¡ia por violación de los principios lógicos elementales.----

Bajo tales t'undamentos ya se ha pronunciado esta Magishatura en casos similares al de autos, en

lbrma invariable y reiterada.-------------------
Por las fundameotaciones expuest¿ls, y en coincidencia con el parecer del Ministe¡io Público.

considero que coiresponde hacer lugar a la presente acción de inconstitucionalidad y, en consecuencia.
declarar la inaplicabilidad del Art. 4l de la L€y N' 2856/2006, en la pafe que condiciona a una antigüedad
superior a diez años a los efectos de la devolución de los apofes jubilatorios, co¡ relación a la acciona¡te.

A su tumo el Doctor FRETES düo: La accionante. MONÍCA MERCEDES MORAN ToRAI-ES.
promueve Acción de Inconstitucionalidad contra el a¡ticulo 41' de la Ley 2856/06 "QUE SUSTITUYE LAS
/-¡]},E.S N'73/91 Y I8O2/01 "DE I,A CA,TA DE ,I\]B]I,ACIONES Y PENS/oNES DE EMPLEADOS
BANCARbS DEL ?ÁLAAUAY'

Refiere que el artículo impugnado por medio de esta acción de inconstitucionalidad transgrede no
solo los derechos adquiridos. sino también violenta el principio de Igualdad consagrado e¡1 los Arrs. 20, 46,
47. 86. 88. 102. 137 de la Constitución Nacional. colisionando al mismo tiempo con los dercchos y
gaÉntías a la Propiedad Privada establecido en el a*ículo 109'del mismo cuerpo legal.---

I-a dis¡xrsición considemda agraviañte exprcsa cuanto sigue: Corresponderá la devoludón de su.\

uportes d los.l nc¡onarios que cuenlen con una anlígúedad superior a los diez años y que no lengun
detecho d lu jub¡lación. que fuesen despedidos. dejados cesantes o que se reliren volunldri¿rmente de l.rs
cntidades donde presldn servicio- La Cajo yxlrá optar pot ld oplicación del cilado monb u l.t
dfiortizuc¡ón o cdnceldción de su obl¡gac¡on

No serún susceptiblcs de devolüció los apo es pahonales.----------
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ACCIÓN DE INCONSTITUCTONALIDAD: PROMOVIDA
POR MONICA MERCEDES MORAN TORALES C/ ART.
4to DE LA LEY 2856/06. AÑO: 2018 - N." 2023.------------------

'i"'.' 
El ,l"r""ho a solicitar la deroluciórl de aportes prescribilít después de tres años del reÍilo del

liado de su trabdjo, sdho que el m¡shto tenga deuda coh la Caja, en cuyo ce¡so los .tportes sefti
cu¿o¡' a la amortización o cancelación de su obligación"

Sostiene la accionante que los reqüsitos establecidos por la disposición que impugna le priva de
acceder_al retiro de sus aportes, circunstancia que wlnen los principios de protección a la Propiedad
Privadá y de Igualdad consagrados de manem expresa en la Constitución Nacional. De las constancias
presentadas en autos, se verifica que la accionante era aportante de la Caja de Jubilaciones y Pensiones dc
Empleados de Bancos y Afines por los servicios prestados durante el tiempo en que se desempeñó como
funcionaria de diversas entidades ba¡caria\.---

Examinada la norma atacada de inconstitucional, tenemos que ésta establece requisitos a los eféctos
de conceder el derecho a la devolución del aporte ¡ealizado; por un lado, se centra en exigencias
.elacionadas a aspectos subjetivos o de calidad del estado jurídico de la aporta¡te por definirlo de una
matnem; por otro lado, y constituyendo el centro de la cuestión cuya constitucionalidad se analiza, hace
referencia a la exacción temporal minima a objeto del efecto antes enunciado, lapso lijado en un mínimo de

C.§RTE
SUüREMA
orfU§TICIA

Tal y como lo ha relatado el accionante, el mismo no reúne las exigencias establecidas en la no¡ma
impugnada a los efectos de acceder al retiro de los aportes que realizara durante su gestión en la entidad
bancaria mencionada ante omente, exhemo que señala como inconstitucional por conculcar lo
preceptuado por los afículos 46' y 47' de la Constitución Nacional, los cuales expresan

"Arficülo 460 - De Ia igualdacl de lat persoruts: Todos los habit.tntes de la República son igueies en
digniclad y derechos. No se admiten discriminaciones. El Estado remoyeró los obstácuk)s e ínpedirá los
fitctores que lw mantengan o las propícien. L.ts proÍecciones que se establezcan sobre desigualdades
¡n¡utlas úo serán consi.leradas cotfio factores discitfiirutorios sino igualildtios"

"Artículo 47' - De /a¡ gorantío,r de la igudldqd: El Estodo garantizaru a todos los habí¡an¡es ¿le lu
República: 1") la igualdad para el acceso a lo justicia, a cqto efécto allanará los obstóculos que kt
¡npidiesen; 2) la igualdad ante lar leyes: 3") la igualdad para el acceso o las funcitnes públicus no
eleclivas. si mqr requisitos que la icloneidad, y 4') la igualdad de oportunidatles eh la participacitin tle lot
benefici¡¡s de la noturuleza, de k)s bienes materiales y ¿le la cultura

En lo ¡elacionado al marco legal especilico, tenemos en el propio aniculado de la Ley atacada la
delimitación de la naturaleza juídica de los apofes realizados a la Caja de Jubilaciones y pensiones de
Empleados Bancarios del Paraguay, expresada por medio de su Título Tercerc " Del Patri ohio ". Capitülo
Pimero " De la Formacíón de Recursos", arfículo I 1", primera pafe: " Losfondos y renkt\ que se ohtengan
de conJitrmidad con las dispos¡ciones de esta Ley, son de exclusit'a propiedad de bs beneJiciark»s de la
L'Lt¡,t

En este punto, cabe traer a colación la clasica delinición de Propiedad de Aubry y Rau. "...¿r
fiopiedad et el derecho de gozar y disponer de una cosa sin uás limitaci<tnes que las estableci.las en lc.l\
/eye,r... (Cabanellas, G. "Diccionario Enciclopédico ds Derecho Usual", Editorial Heliasta, Buenos Aires-
Repúbl¡ca Argenlina. 2001. Tomo VI P-Q)

En esta inteligencia debemos entender que disponiendo la propia ley la exclusiva propiedad sobre
tales aportes en beneficio de los empleados de la institución, mal podía contradecir sus propias directivas al
establece¡ solapadamente bajo ciertos requisitos, la imposibilidad de ejercer aquél derecho, lulnerando asi
el mentado principio constitucional pam proceder a un despojo de nada me¡os que el total de sus aportes en
lorma ilegitima. Asi, acorde al concepto tasuntado lineas arriba, en defensa de las atribuciones que por
derecho posee sobre los aportes realizados a la Caja, la accionante reclama su devolución considerando que
aquellos se encuenftan indebidamente en poder de otos.-------

Del anál s de las cuestiones suscitadas y desde la perspectiva constitucional de las mismas,
constata una contradicción en la Ley cualdo, una pafe esta expresa qre " Los Jbrulos y rcntas
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perdida de esos derechos en caso de incumplimiento, establecen: "Oorresporu)era lo devolueión de sus
dporles a k)s l nc¡onorioJ qre... ; todo ello sin otro pedudicado que el mismo apofiante a quien la propia
norma al inicio de su aficulado pretende proteger

En las condiciones apuntadas sulge evide¡te una afrenta al Pri¡cipio de lgualdad. ya que implica un
trato claramente discriminatorio hacia los asociados bancarios que, como en el caso de la accionante hayan
sido desvinculados de la actividad bancaria y que no cuenlen en coñsecuencia con los años requeridos para

acceder a la devolución de sus aportes, amén de ello, se erige indudablemente como un despojo
absolutamente ilegal ya que por el incumplimiento de los requisitos enunciados simple y llanamente la

Caja. en abierta violación a su propio marco normativo, procede a apropiarse de la totalidad de los apodes

iubilatorios de sus asociados. en el caso particular. de la señora MONICA MERCEDES MORAN
'IORALES. circunstancia que también colisiona con la gaantia constitucional contenida en el artículo 109o

dc nuestra Ley Fundamental, que disponet ".-.f;e garantiza la propiedad privada. cuyo contenido ), limites
serún establecidos por ld Ley, alen¿liehdo a su función económica y social. a lin de hercerlar accesible pard

Por lo precedentemente expuesto, en atención a las normas legales citadas y en concordancia con cl
parecer del Ministerio Público. co$idero que conesponde hacer lugar a la acción ) en consecuencia
declarar la inaplicabilidad del 4l' de la Ley N" 2856/2006 ''Que sustituyc las leyes N" 73191 y 1802/01 de

la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Banca¡ios del Paraguay". en la parte que condiciona a

una antigüedad superior a diez años a los e1éctos de la devolución de apote jubilatorio de la señora.

MONIC^ MERCEDES MORAN TORALES. ello de confbrmidad al Art. 555 del C.P.C.. Es mi Voto.---

A su tumo la Doctora BAREIRO Df, MóDICA manifestó que se adhiere al voto d Ministro
preopinante, Doctor RAMIREZ CANDIA, por los mismos fundamentos.

Con lo que se dio por teminado el acto. S.EE,, t
quedand,o acordada la scntcncia 
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SENTENCIA NÚMERO: ,¡¿1. -
Asunción. Bo ¿e hh,t-l\ de 2020 -

VISTOS: I os meriros del Acuerdo que anrcceden. la

por ante mi certitico.

Julio artlnez

I
Dr.

Ante mí

á"¿",Á

CORTE SUPREMA Df, JUSTICIA
Sala Constituc¡onal
RESUELVE:

HACER LUGAR a Ia acción de inconstitucionalidad promovida, y en consecuencia. declarar la
inaplicabilidad del Art. 4l de la Ley N' 2856/2006, en la paÍe que condiciona a una supenof a

la señoüdiez años a los efectos de la devolución de jubilatorios. con relación a la
Mónica Mercedes Morán Torales. ello de al del CPC

ANOTAR. registrar y notiflcar

-4'. D¿

Iriual nlriiro¿
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Julio
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